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			Hay, sin embargo, una leyenda negra sobre la época republicana, aumentada acaso por la propaganda de Gonzáles Prada como reacción contra los hombres y contra los métodos que permitieron el desastre del ’79. Según esta leyenda, la República fue una cueva de bandoleros. No sentenciemos tan fácilmente a desordenes y errores que no dejaron de estar acompañados de esfuerzos meritorios y sinceros (Basadre, 1929, p. xv).
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			Presentación

			En este momento en que el Perú se ve una vez más envuelto en una vorágine de corrupción e inestabilidad política y ad portas de conmemorar el bicentenario del inicio de la república se hace necesario reflexionar sobre las experiencias políticas de los inicios que marcaron muchas de las pautas de camino que habríamos de seguir. Después de las guerras de independencia, durante casi todo el siglo XIX, siguió un largo proceso de consolidación en lo político, lo económico y lo social. Las guerras civiles y los enfrentamientos por cómo se debía organizar el Estado mostraron divisiones ideológicas y regionales que se mantuvieron vigentes aún después de la llegada de los recursos de guano que, si bien permitieron una cierta estabilidad, llevaron a unos niveles de corrupción nunca antes vistos y a un nuevo ciclo de conflicto.

			El libro tiene su origen en mi interés por comprender el proceso histórico de la temprana república y se pone en diálogo con la idea de la metafórica «cueva de bandoleros» que, según plantea Jorge Basadre, en la Iniciación de la república, nace de «la leyenda negra» de que los primeros años de la república estuvieron llenos de errores y fracasos, y que fue aumentada por González Prada y la generación que vivió la derrota en la Guerra del Pacífico. Al igual que Basadre, considero que, a pesar de las guerras civiles, los conflictos con los países limítrofes y la variedad de experimentos constitucionales, los procesos por los cuales se fue formando la república peruana no dejaron de contener «esfuerzos meritorios y sinceros». Las preguntas que guiaron mis investigaciones buscaban entender los avatares de la organización estatal, sin sentenciar si estos intentos habían sido exitosos o no. El libro recoge más de una docena de ensayos publicados en español e inglés durante una década (2002-2012). Si bien la mayoría se centra en los temas desarrollados en mi tesis doctoral Caudillismo en la era del guano. Un estudio sobre la cultura política a mediados del siglo XIX en el Perú (1840-1860), defendida en la Universidad de Londres en junio de 2005, el marco temporal se mueve desde fines del periodo colonial hasta la década de 1860, y varios de ellos son el resultado de nuevas investigaciones1. 

			Los ensayos muestran mi interés por entender el proceso de la formación de la nación desde los aspectos económico, político y social, y combinan miradas de largo plazo con enfoques acotados a experiencias particulares que sirven para ilustrar fenómenos más amplios. Si bien los hechos centrales, que van desde la independencia hasta el periodo posterior a la promulgación de la Constitución de 1860, están presentes en mayor o menor medida en estos artículos, no son el tema principal del estudio. Las guerras no se ven en detalle, y si bien aparecen personajes como Agustín Gamarra, Andrés de Santa Cruz, Ramón Castilla, Manuel Ignacio de Vivanco y José Rufino Echenique, una y otra vez, lo hacen únicamente para ilustrar las temáticas analizadas. Lo mismo sucede con los conflictos y elecciones puntuales a los que regreso una y otra vez, pero que no analizo de manera detallada, y de los que doy la información necesaria para comprender el contexto.

			Un primer artículo introductorio sirve como marco para entender todo el periodo y está basado en mi trabajo de tesis de maestría, que examina un aspecto crucial de la economía: el endeudamiento y el guano. Ello con énfasis en el rol de la exportación de este fertilizante en la forma en que el Estado peruano se enriqueció gracias a los préstamos sobre la futura venta del guano y en cómo esto llevó a una relación precaria con quienes le proveían de los fondos. Si bien se trata de un trabajo historiográfico que revisa las visiones sobre la participación británica en la economía peruana, lo hace acercándose a las fuentes primarias, que no se suelen utilizar ya que se encuentran en archivos británicos. El guano y la riqueza que generó su explotación son fundamentales para entender lo que cambió a mediados del siglo XIX y que fue lo que se hizo posible gracias a esta bonanza financiera. Mi interés mayor recae en el periodo anterior al boom guanero y en cómo los recursos cambiaron el escenario político. El tema del enriquecimiento estatal atraviesa, de una u otra forma, todos los artículos, que se enfocan en los años de crecimiento económico y no tanto la etapa de declive.

			La primera sección estudia los temas de conflicto y negociación, desde las perspectivas de la región, las confrontaciones constitucionales y en las elecciones. Se explora, desde ángulos diferentes, los enfrentamientos de inicios de la república, comenzando por la independencia, la guerra con Colombia, la inestabilidad del primer gobierno de Gamarra, la Guerra Civil de 1834, la Confederación Perú-boliviana, la muerte de Gamarra, la anarquía subsiguiente, la ascendencia de Castilla, las elecciones de 1850, la revolución de 1850, el conflicto alrededor de la Constitución de 1854, hasta la promulgación de la Constitución moderada de 1860. El artículo «Conflicto regional, guano y poder» se interesa en la forma en que se vivió la cuestión del centralismo y federalismo en el Perú, así como en la importancia de las municipalidades y los gobiernos locales. En «Batallas por la legitimidad» se utiliza la cuestión constitucional como un lente que deja en claro el deseo de los caudillos de tener una carta «a su medida» que llevó a enfrentamientos repetidos. Por su parte, «El duradero poder del clientelismo en las elecciones en el Perú» explora el caso de unas elecciones en 1860 por el escaño de una localidad cusqueña y muestra cómo los conflictos más amplios se negociaban en espacios pequeños, lo que evidencia la relación entre un análisis macro y uno micro. Finalmente, «Elecciones y conflicto» presenta una visión panorámica de los procesos electorales desde fines de la colonia hasta el siglo XX. Esto permite ver cómo la inclusión de los grupos subalternos en el universo de votantes fue variando y que este pasó de ser más inclusivo en la primera mitad del siglo XIX a convertirse en menos a finales de ese periodo y en el siglo XX.

			La segunda sección se concentra en la importancia de la ideología a mediados del siglo XIX y en cómo la influencia europea en la educación, la discusión de los eventos y las ideas en la esfera pública, así como la presencia de emigrados de países vecinos llevó a la radicalización del pensamiento y eventualmente a la revolución. El énfasis recae, más que en lo regional o constitucional, en el papel que jugaron las ideas en estos conflictos y en cómo llevaron, por un lado, a la radicalización de los liberales, así como al desarrollo del conservadurismo representado por Bartolomé Herrera. En «La radicalización ideológica de mediados del siglo diecinueve: la influencia de las revoluciones francesas de 1830 y 1848», el enfoque está en la manera en que llegaron las ideas radicales desde Francia a través de la educación superior. Mientras que en «La influencia de las revoluciones europeas de 1848 en el Perú» se aprecia que, en ese periodo de fermentación ideológica, las ideas penetraron no solo en la educación superior, sino a través de los periódicos, tanto en Lima como en provincias, a los artesanos, los políticos y aún a las clases populares. El vínculo entre las ideas y la radicalización que llevó a la revolución se hace explícito en este ensayo, particularmente en cuanto a la abolición de la esclavitud y al tributo indígena. En «Apertura y diversidad: emigrados políticos latinoamericanos en la Lima de mediados del siglo diecinueve» se analiza el rol de los conservadores neogranadinos y los radicales chilenos en la Lima del gobierno de Echenique y se explora cómo los chilenos —en particular Francisco Bilbao— participaron en le revolución liberal de 1854. El artículo final de esta sección analiza con más detalle «El proyecto liberal, la Revolución de 1854 y la Convención de 1855» y muestra cómo la imposibilidad de llegar al poder por medio de las urnas llevó a un grupo de liberales radicalizados a buscar la revolución y un nuevo arreglo constitucional.

			La tercera y última sección se ocupa de los actores más importantes en todos estos procesos: el ejército y las milicias. La mayor parte de la historiografía de este periodo se ha concentrado en la importancia de los caudillos en la creación del Estado peruano y en cómo ellos fueron un factor decisivo en la constante inestabilidad política de la temprana república. Pero, para poder entender cómo funcionaba el sistema, es preciso tener un mejor conocimiento de las instituciones que hacían posible el conflicto. Así pues, el primer ensayo «Teñidos por el pasado: el nacimiento de las fuerzas armadas en el Perú republicano» pone de relieve las fuerzas armadas en el tránsito del periodo colonial al republicano, con el fin de comprender la forma en que se concibió la raza en la primera mitad del siglo XIX. Enseguida, «“Ciudadanos armados”: las guardias nacionales en la construcción de la nación en el Perú de mediados del siglo diecinueve» estudia las milicias en este mismo periodo y se enfoca en cómo estas se convirtieron en un espacio desde donde negociar el estatus social en el periodo republicano temprano. El artículo «La repatriación del generalísimo: Agustín Gamarra y la construcción del imaginario nacional en Perú» analiza cómo el cuerpo del Gran Mariscal caído en batalla fue utilizado por Ramón Castilla para afianzar su gobierno, ya que buscaba dejar de lado los años de guerra y anarquía que caracterizaron el periodo que lo precedió. Las ceremonias públicas, los discursos y los artículos periodísticos sirven para entender cómo se construyó un imaginario nacional en el periodo del guano. Finalmente, «Ciudadanos en armas: el ejército y la creación del Estado, Perú (1821-1861)» presenta un avance de mi proyecto sobre el ejército como una institución que emerge del periodo colonial y que articula los primeros años de la república. Basado en el análisis del archivo de las fojas de servicio del Archivo Histórico Militar, muestra la dirección hacia la que se están moviendo mis investigaciones sobre el temprano Estado republicano.

			Si bien las tres secciones tienen un enfoque diferente —el del conflicto, la ideología y las fuerzas armadas—, estas se complementan pues presentan una visión sobre aquellos años que la historiografía había hecho poco por comprender. Hasta la década de 1990 no era mucho lo que se había escrito sobre el periodo «entre la plata y el guano» como lo denominó Paul Gootenberg, en el título de su libro publicado en 1989. Se trataba, según este autor, de un «agujero negro». Desde entonces se ha publicado mucho sobre la transición entre la colonia y la república, pero la mayoría de los estudios han puesto énfasis en regiones específicas. Es así que conocemos las particularidades del Cusco, Arequipa, Huaraz, Lima o Huanta, pero no sabemos hasta qué punto estas realidades se pueden extrapolar a espacios más amplios incluso en el mismo periodo. Por ello, mi trabajo busca cubrir una serie de áreas geográficas, lo que ha implicado trabajar en archivos de Lima, Cusco, Arequipa y Cajamarca. Mi interés se centró, entonces, en temas de alcance nacional como el conflicto regional, las constituciones, las elecciones, la ideología y el ejército y, por ello, busqué combinar los estudios puntuales con visiones panorámicas. En suma, estos artículos son un intento por entender este periodo y contribuir al conocimiento de un tiempo que se caracterizó por la inestabilidad, sin que ello haya supuesto dejar de buscar una sólida base para la nueva república. 

			

			
				
					1	La tesis Caudillismo in the Age of Guano. A Study in the Political Culture of mid-Nineteenth-Century Peru (1840-1860) fue dirigida por James Dunkerley y preparada entre 1998 y 2005, con un periodo de investigación en el Perú entre 1999 y 2001.

				

			

		


		
			Introducción. 
Entre el Contrato Gibbs y el Contrato Grace: la participación británica en la economía peruana (1842-1890)2

			Este artículo estudia la participación británica en la economía peruana y se pregunta hasta qué punto es posible hablar de un «imperio informal» estatal o de un «imperialismo comercial» privado. ¿Se debió acaso a un interés abierto del gobierno británico o se trató, en cambio, de una actuación privada ligada a las casas comerciales y a los tenedores de bonos? Los préstamos y el guano definieron la naturaleza cambiante de la relación anglo-peruana en un patrón circular. El primer préstamo se efectuó durante época de la Independencia, pero para 1825 estos bonos ya estaban impagos; se tuvo la intención de cumplir con el servicio de la deuda, pero por más de dos décadas fue imposible hacerlo. Esta situación cambió con la aparición del guano, cuyo mercado principal era Gran Bretaña, donde se utilizaba para mejorar la calidad de sus agotadas tierras de cultivo. Durante veinte años la Casa Gibbs dominó el comercio del guano y le dio al Perú suficientes ingresos para saldar su deuda y levantar nuevos empréstitos en Londres. Entre 1850 y 1870 el Perú logró conseguir prestado más que cualquier otro país latinoamericano: 33 535 000 libras esterlinas o el 26% del total que obtuvo el resto de gobiernos el continente (Albert, 1983; Jenks, 1927; Mathew, 1970). Eventualmente, la deuda creció de tal manera que una vez más se convirtió en impagable después de la guerra con Chile; sin más guano ni nitratos, la única garantía que quedaba eran los ferrocarriles que cruzaban los Andes. Estos y otros beneficios se dieron como pago a los tenedores de bonos en 1890 con la firma del Contrato Grace. 

			La participación británica en el Perú fue muy criticada por sus contemporáneos y ya a inicios del siglo XX José Carlos Mariátegui, en sus 7 ensayos de interpretación de la realidad peruana, sostuvo que la independencia latinoamericana fue esencial para el crecimiento del capitalismo inglés, y que el Perú hipotecó su guano, nitratos y ferrocarriles a los inversionistas ingleses. Como resultado de este compromiso, que duró un siglo, la élite se mantuvo servil, semifeudal y explotadora (Mariátegui, 1968 [1928]). Los críticos latinoamericanos creían que las posibilidades para un desarrollo autónomo y balanceado habían sido destruidas por la intervención británica en los conflictos políticos internos y por la influencia que ejercía sobre las políticas monetarias y arancelarias, y asumieron que los comerciantes e inversionistas ingleses eran quienes más ganaban con el boom de exportaciones latinoamericanas (Miller, 1993, p. 15).

			En América Latina, la teoría de la dependencia, influida por el estructuralismo de CEPAL, llevó a una larga y controvertida discusión en la cual Celso Furtado (1970) consideraba que la influencia del desarrollo del comercio y de inversión internacional estaba limitada por estar todo en manos británicas. André Gunter Frank (1969), por otro lado, argüía que, a través de una cadena de relaciones explotadoras desde la periferia a la metrópoli, el excedente generado en las economías latinoamericanas era capturado por las élites nacionales que lo gastaban o en consumo conspicuo o lo volvían a invertir de manera poco provechosa. Fernando Henrique Cardoso y Enzo Faletto (1978) fueron más sofisticados al considerar que cada país se desarrollaba de manera diferente, según la relación de cada élite en particular y de los intereses extranjeros. Finalmente, Stanley y Bárbara Stein presentaron un cuadro donde el «imperio informal de libre comercio e inversión que Gran Bretaña había construido sobre las ruinas de los imperialismos español y portugués había sido devastador para “primitivas” economías latinoamericanas» (1970).

			Mientras tanto, en Gran Bretaña se discutían nuevas ideas sin tener conocimiento de estos debates. En 1953 J. Gallagher y R. Robinson, que no estaban de acuerdo con los marxistas en que el imperialismo estaba limitado a participación directa, propusieron que «el gobierno británico siempre buscó asegurar su hegemonía a través de medios “informales” de obtener influencia, y que recurrieron a la fuerza y a buscar anexar territorios cuando esto fue imposible» (1953). Henry Stanley Ferns (1960) continuó con esta idea y acuñó el concepto de «imperio informal» para describir la relación de Gran Bretaña con Argentina, donde la élite había desarrollado medios institucionales para crear una vinculación económica y financiera con Gran Bretaña. Estas ideas fueron criticadas porque suponían que había una continuidad entre el pensamiento oficial, la política y el apoyo del gobierno. En su trabajo posterior sobre Gran Bretaña y Argentina, Ferns se alejó de su idea del «imperio informal» y sostuvo que «mientras los intereses comerciales y financieros habían tenido una “gran influencia”, era de manera interdependiente más que como una relación de explotación» (Ferns 1977, citado en Miller, 1993, p. 17).

			D.C.M. Platt puso en duda la idea de que el gobierno británico hubiera tenido parte importante en la relación con Latinoamérica y definió el «imperialismo comercial» como el «grado en que los intereses comerciales habían tenido un control o logrado una ganancia excesiva de América Latina (1977, p. 6). Algunas de las áreas de control identificadas por Platt eran la negativa del crédito la influencia de los comerciantes y el beneficio de los monopolios. Bajo su punto de vista, sin embargo, en el caso de los negocios la nacionalidad era irrelevante ya que todos los involucrados estaban sujetos a las fuerzas del mercado. Él consideró que «aunque los resultados obtenidos de una relación política entre naciones pueden ser muy desiguales, cualquier relación económica, a menos que esté apoyada por la fuerza política, debe ofrecer aunque sea la apariencia de dar un beneficio mutuo» (p. 12). Es por ello que debe asumirse que «el comercio, empresas e inversión británica en América Latina debieron de haber ofrecido algún beneficio a por lo menos algunos latinoamericanos» (p. 13). Platt concluye diciendo que las empresas y capital británicos fueron principalmente criticados porque detuvieron el desarrollo al reforzar tendencias que no resultaron en el mejor interés de América Latina, a la vez que mantuvieron el statu quo y legitimaron a quienes tenían el poder a través del apoyo financiero (p. 14).

			El guano articuló al Perú con el mercado mundial. En 1842 la Casa Gibbs obtuvo el monopolio de ventas al mercado inglés y lo mantuvo hasta 1861. A diferencia de la mayoría de productos de exportación primaria del siglo XIX, el guano peruano no era ni producido ni procesado sino simplemente excavado en las islas y cargado en barcos. Para explotarlo se necesitaba de poco capital y de poca mano de obra. Era, además, un monopolio estatal que le supuso al gobierno más de 750 millones de pesos en ganancias. Sin embargo, cuando el boom terminó en la década de 1870, el Perú tenía poco que mostrar en términos de desarrollo económico (Albert, 1983, p. 62).

			Jonathan Levin ha expuesto tres razones para esta falta de desarrollo. Primero, los consignatarios utilizaron prácticas deshonestas que redujeron el ingreso del gobierno. Segundo, en 1849, y debido a la presión británica, el Perú se vio forzado a consolidar y renovar el pago sobre los préstamos que habían quedado sin servicio desde la década de 1820. Finalmente, el guano no impactó en la economía porque, al ser un enclave, quienes se beneficiaban solo gastaban sus ingresos en bienes de lujo importados (Levin, 1959, p. 63). Shane Hunt criticó a Levin, pues consideraba que el guano no era realmente un enclave, ya que el 60% de los ingresos se reciclaban en la economía a través del gobierno. Creía que el problema era la falta de un sistema económico articulado y comparó la situación con la de los Emiratos Árabes, la cual describió como rentista (1973, p. 22). La crítica que hizo William Mathew a Levin, sobre la base de los archivos de la Casa Gibbs, fue en el sentido de que las prácticas fraudulentas no eran particularmente significativas y que no existía ningún conflicto de intereses entre Gibbs y el gobierno en cuanto a costos y precios. Mathew también cuestionó la noción de que la dominación británica estuviera basada en un mayor conocimiento comercial o en la necesidad de su capital para establecer una infraestructura. Creía que la incesante necesidad del gobierno peruano de pedir dinero prestado sobre las ventas futuras del guano fue lo que llevó al arreglo de la deuda en 1849 (1981, p. 34).

			Por su parte, Heraclio Bonilla, Julio Cotler y Ernesto Yepes del Castillo ven el fracaso del Perú independiente, del guano y de todo el «siglo a la deriva» como el fracaso de los civilistas, el sector dominante que no pudo crear un proyecto hegemónico de clase porque su mentalidad rentista no le permitió convertirse en una «burguesía nacional» responsable. Las élites nativas se unieron rápidamente con el capital británico como una clase «intermedia» o «compradora», en la explotación imperialista del Perú. Un nuevo análisis interpretativo que cuestiona esta visión desde la historia económica surgió en los trabajos de Alfonso Quiroz (1987 y 1993), Carlos Palacios (1983) y Paul Gootenberg (1989 y 1993). Quiroz analiza el periodo de la consolidación de la deuda interna y del auge guanero, y encuentra que los ingresos por este producto de exportación sí llegaron a penetrar en la economía y permitieron la diversificación, especialmente hacia la agricultura. Palacios presenta un detallado recuento de las vicisitudes del arreglo de la deuda anglo-peruana, mientras que Gootenberg rastrea las políticas del Perú independiente, a la vez que muestra una economía proteccionista hasta la llegada del guano. En su segundo libro argumenta en contra de la afirmación de los historiadores marxistas en el sentido de que la clase dominante no tenía un proyecto nacional. 

			Este artículo regresa a las fuentes inglesas para analizar hasta qué punto se puede hablar realmente de un «imperialismo informal» o de un «imperialismo comercial» en el caso de los contratos del guano y de las negociaciones de la deuda con los acreedores británicos. 

			El guano y el Contrato Gibbs

			La participación británica en el comercio del guano fue muy importante, no solo porque el mercado más grande estaba en Inglaterra, sino además porque durante los primeros veinte años de exportación dominaron las casas comerciales de ese país3. El comercio del guano también estuvo cercanamente ligado a las negociaciones de la deuda impaga, a los tenedores de bonos y a los subsiguientes préstamos.

			La Casa Anthony Gibbs había comerciado en la costa occidental de Sudamérica desde tiempos coloniales y para cuando se dio la independencia ya era una de las mejor establecidas en Lima. Gibbs, Crawley y Cía. quería entrar en el lucrativo comercio del guano, pero temía los riesgos. Las cartas del archivo Gibbs muestran que las negociaciones entre las casas de Lima y de Londres no eran sencillas, y la distancia hacía que las comunicaciones fueran aún más difíciles. El 1° de abril de 1842, Londres escribió:

			No [me apena no participar en el comercio del guano]. ¡Todo el asunto pide la mayor buena fe en el gobierno! ¡Dos veces rechazando a Q&Co. y buscando hacerlo ¡Una vez más, para asegurarse más de GC&Co. y sus amigos! ¿Por qué tú ofreciste y ellos rechazaron esos mejores términos?4

			El 16 de mayo de 1842, cuando Londres se entera de las noticias del contrato, escribe:

			¡Amargo desengaño y desencanto! ¡Yo había pensado que el máximo de locura ya había sido sobrepasado con el delirio de Meyers&Co. y los reportes exagerados que te han llevado a renegar de las buenas bases numéricas que te habíamos inculcado!

			El 8 de agosto de 1842, Lima contesta: 

			Tu carta anterior me ha mostrado cuánto hubieras desaprobado nuestro contrato —me temo que nos hemos metido un grave problema y si tu opinión no cambiará después de comenzar a manejar el negocio, debemos utilizar todas nuestras energías para salirnos de él—5. 

			Gibbs tenía serias dudas en cuanto a entrar en el negocio; eventualmente lo hizo, pero no estaba contento con el arreglo por el cual compartía el mercado con Meyers. A pesar de la incertidumbre inicial, Gibbs se benefició en gran medida del comercio del guano y transformó su pequeño negocio familiar en uno de importancia mundial. Los primeros años fueron difíciles, ya que los precios continuaron bajando y ambos pensaron en abandonar el negocio. La caída del precio estaba relacionada con la introducción del guano africano que era más barato, pero esto no duró mucho. Meyers trató de vender su parte del negocio, pero ninguna otra casa estuvo interesada en invertir. Temían trabajar con un gobierno inestable que podía cambiar —y en efecto cambiaba— los términos de los contratos a su antojo, y con los volátiles precios del guano en el mercado británico, donde todavía había que invertir mucho para promocionar el producto. ¿Hasta qué punto, entonces, calzaba esto con las generalizaciones hechas sobre el imperialismo comercial?

			El contrato de febrero de 1842 firmado con Menéndez estipulaba que «120 mil toneladas debían ser vendidas en el exterior para diciembre de 1846» (Mathew, 1981, p. 69). Debido a la baja de las ventas del guano, negociaron una extensión de tres años con Manuel Ignacio de Vivanco, el caudillo que tenía el poder en setiembre de 1843. Pero cuando Menéndez regresó al poder anuló todos los actos del gobierno previo incluyendo la prórroga del contrato del guano. Ramón Castilla fue electo presidente poco después y el contrato se tuvo que volver a negociar con él. Castilla pidió a Gibbs un préstamo de 200 000 pesos como un adelanto de la venta del guano. Hayne, el hombre de Gibbs en Lima, ofreció 100 000 de depósito, 100 000 en quince días y una cantidad similar si lograba vender cada tonelada a 10 libras esterlinas la primavera siguiente en Gran Bretaña. Castilla descartó la oferta, rompió con los contratistas británicos y llamó a una reunión a los «Hijos del País» —como se autodenominaban los comerciantes nacionales— quienes, según la nueva ley, tenían prioridad sobre los extranjeros en la explotación del guano6. Pero los comerciantes nativos no fueron capaces de conseguir el dinero que quería el gobierno en préstamos; Castilla ofreció a los contratistas británicos un año de prórroga en vez de tres, contra un empréstito de 300 000 pesos.

			El monopolio del guano dio al gobierno una posición más fuerte. Al negociar, su principal interés era la adquisición de capital fresco; el guano le daba la posibilidad de conseguirlo de las casas comerciales. Pero para poder acceder de nuevo al mercado de capitales de Londres el Perú tenía que resolver el problema de la deuda (Gootenberg, 1989, p. 70). El Perú nunca había renegado de su deuda y la consideraba un compromiso que no había honrado debido a las dificultades económicas que había tenido desde la Independencia7. Los tenedores de bonos lo sabían, pero la llegada del guano cambió la situación. El tema de la deuda se discutió mucho Londres y en Lima, y la correspondencia de los Gibbs muestra cuán inminente y a la vez lejana parecía la solución a comienzos de la década de 1840. En una carta de Lima a Londres de 26 de noviembre de 1841 se decía que «el gobierno promete utilizar la mitad de sus ganancias del guano para pagar su deuda externa (artículo de El Peruano adjunto). Esperamos sean los primeros en comprar bonos»

			En otra de Lima a Londres, del 18 de diciembre de 1841, se afirmaba: 

			El gobierno quiere todos sus ingresos para gastos militares, así que no pueden esperar pagar sus deudas con las ganancias del guano. Espero que no hayan comprado —pero si lo han hecho no vendan a pérdida—; tarde o temprano pagarán sus deudas.

			Londres contesta el 15 de marzo de 1842:

			Tal es nuestra objeción a la especulación en bonos de las repúblicas extranjeras que estábamos decididos a no comprar bonos, pero como ustedes tienen tanta confianza debemos actuar, así que hemos comprado £16 mil a 16½, pero no compraremos más porque el éxito de la especulación depende del éxito del guano8.

			El conocimiento que el representante de Gibbs tenía de la situación en Lima aparentemente rindió frutos el 15 de enero de 1842, cuando el gobierno peruano promulgó un decreto que ordenaba al representante peruano en Londres poner la mitad de los ingresos del guano en el Banco de Inglaterra para pagar a los tenedores de bonos, y envió a Londres a un comisionado para arreglar la situación pendiente (Mathew, 1970a, p. 86). Wilson, el encargado de negocios británico en Lima, dijo en su reporte que su participación en la solución de este problema había sido clave, pero ha sido posteriormente muy cuestionado cuánto hizo realmente (Levin, 1959; Mathew, 1970a; Palacios, 1983). Este debate es parte de la discusión sobre cuánto presionó a la Corona para encontrar soluciones al problema de los tenedores de bonos. Platt (1960) considera que en muchos casos los cónsules actuaban por cuenta propia. La documentación muestra cómo Wilson presionó al gobierno sobre este asunto, llegando a amenazar con dejar el país si el problema de la deuda no se solucionaba. Una vez que dejó el país, el decreto del 15 de enero fue anulado y se concretó un acuerdo definitivo con Gibbs y Meyers por el cual el gobierno peruano recibió la mitad del préstamo en plata y la otra mitad en créditos reconocidos de las deudas interna y externa. Esta solución no era la óptima para los tenedores de bonos y a largo plazo tampoco para el gobierno peruano; aunque logró recuperar 49 600 libras esterlinas en bonos de deuda (Palacios, 1983, p. 60). El arreglo final tuvo que esperar a que terminara la anarquía, cosa que el gobierno británico comprendió, y la única mención del problema de la deuda fueron las instrucciones que Lord Aberdeen dio al nuevo encargado de negocios en Lima Pitt Adams, a quien le pidió que brindara todo su apoyo a los tenedores de bonos (1983, p. 61).

			Cuando Castilla triunfó sobre los demás caudillos y se convirtió en presidente constitucional en 1845, reconoció todas las deudas gubernamentales sin tener en cuenta cuándo ni cómo habían sido contraídas. Juan Manuel Iturregui, ministro en Londres encargado de arreglar el problema de la deuda, inició conversaciones con los tenedores de bonos en 1846, pero un año más tarde el gobierno peruano decidió transferir las negociaciones a Lima (Mathew, 1970a, p. 87). A pesar de oponerse a esto porque los obligaba a negociar a través de un agente a dos meses de distancia por las comunicaciones, los tenedores de bonos nombraron como su agente a la Casa MacLean, Rowe & Cía. Al no llegar a una solución, los tenedores de bonos declararon su intención de pedir ayuda al gobierno británico: 

			Palmerston respondió instruyendo a Barton el encargado de negocios interino en Lima de dar «apoyo extraoficial» a los pedidos de los tenedores de bonos y expresar verbalmente cuán esencial era para el crédito y los intereses del Perú que su gobierno pudiera hacer algunos arreglos a su deuda externa9. 

			Castilla pensaba que los tenedores de bonos exageraban la prosperidad peruana por la reputación del guano en Europa, pero que los precios bajos del mercado impedían garantizar un acuerdo. Gibbs, sin embargo, todavía le daba préstamos al gobierno por requerimiento contractual, y para 1846 el Estado ya había recibido 60 000 libras esterlinas pagaderas con los ingresos del guano (Mathew, 1964, p. 343). Las negociaciones no llegaron a ningún acuerdo porque los poderes de MacLean, Rowe y Cía. no eran suficientemente amplios. Los tenedores de bonos escribieron furiosos a Palmerston para pedirle tomar una posición más fuerte, ya que consideraban injusto que el Perú pudiera obtener dinero de las casas comerciales mientras sus pedidos no fueran atendidos (Mathew, 1970a, p. 90). Fue por ello que Adama habló con Felipe Pardo y Aliaga, el ministro de Relaciones Exteriores, sobre una circular en la que Palmerston exponía «el derecho absoluto del gobierno de Su Majestad de buscar justicia para sus tenedores de bonos» (Mathew, 1970a, p. 91)». Esta comunicación se mantuvo en privado, ya que Pardo se inquietó y manifestó que tales palabras podían ser consideradas como una amenaza y exaltar los ánimos (Mathew, 1970a, pp. 88 y 91; 
Palacios Moreyra, 1983, p. 61)10. Adams no volvió a tocar el tema, especialmente porque en setiembre de 1848 Palmerston le escribió de nuevo diciendo que los problemas de deudas «eran cosas que debían ser resueltas entre el gobierno peruano y estos súbditos británicos» (Mathew, 1970a, p. 92). Cuando esta comunicación llegó a Lima, el enviado especial del gobierno peruano Joaquín de Osma ya estaba camino a Londres, donde finalmente arregló el problema de la deuda el 31 de enero de 1849. Es evidente, entonces, que la Foreign Office tenían una visión ambivalente respecto de aplicar presión y, en muchos casos, los encargados de negocios presionaban aun sin haber recibido instrucciones explícitas. Por ello, es difícil sostener que el gobierno británico tuviera una política coherente de apoyo a los intereses económicos de sus súbditos.

			En un panfleto anónimo escrito en 1854 sobre el mercado de capitales extranjeros, el Perú aparece como uno de los países que no habían arreglado sus deudas. A pesar de que la suya había sido saneada en 1849, un miembro de la Bolsa de Valores de Londres escribió para advertir a los futuros inversionistas. Se refirió a los altos y atractivos intereses obtenidos por estas inversiones, pero recordó que había una mayor posibilidad de perderlo todo: «así como somos vulnerables a que se repita la manía de préstamos extranjeros, por el mismo hecho de las causas que lo han inducido [...] Perú, con 780 mil libras esterlinas en capital nominal y 663 mil prestadas, estaba en la lista de los más endeudados junto con Rusia, Bélgica, Austria, Cerdeña, Dinamarca y Suecia» (Anónimo, 1854, p. 17). El autor quería que los nuevos tenedores de bonos leyeran la correspondencia entre el gobierno peruano y el señor Wilson, publicada en el Libro Azul: 

			[...] en el tema del no pago de los dividendos a la deuda de 1822-1825, verían cuán vanos fueron los esfuerzos (y esfuerzos poderosos) hechos entre 1825 y 1849 para lleva r al Perú un sentido de justicia y cómo trató de una manera escandalosa a sus acreedores ingleses hasta que el descubrimiento del guano y su extendida venta en Inglaterra hizo imposible posponer más el arreglo de la deuda. El Perú volvió a pagar dividendos en 1849, y con la conversión de bonos desapareció casi £1 000 000 de la deuda. 

			El autor se lamentaba, finalmente, de que los malos deudores fuesen sordos ante todos los argumentos menos uno, el de la fuerza y esto era algo que el gobierno británico nunca emplearía ni dejaría que otros empleasen (Anónimo, 1854, p. 35). 

			Sobre el tema de estos empréstitos y los tenedores de bonos, Platt afirma que «no era solo la culpa de las “repúblicas bribonas”, ni de los diplomáticos siniestros, la culpa estaba igualmente con los agentes en Londres y los inversionistas incautos» (Platt, 1960, p. 16). Los agentes financieros en la bolsa de Londres explotaron provechosamente a los gobiernos latinoamericanos y a los tenedores de bonos. Los términos de los contratos eran duros, los contratistas ganaban comisiones muy altas y cuando se renegociaban las deudas usaban su información (como en el caso de los Gibbs) para comprar papeles de deuda devaluados y pedir su pago al precio original. También ocultaron al público importante información sobre las fluctuaciones en el precio al momento de su emisión, «haciendo el mercado» alzando artificialmente los precios y, cuando era necesario, sobornando a los representantes de los gobiernos latinoamericanos (Platt, 1960)11. El comercio en préstamos continuó siendo muy lucrativo y difícil de regular, así que los inversionistas británicos siguieron pagando por su ignorancia, ya que no aprendieron a ser prudentes12.

			La consolidación y el problema de la deuda

			José Rufino Echenique llevó a cabo la denominada consolidación de la deuda interna, concebida inicialmente durante el gobierno de su predecesor Ramón Castilla. Esta medida benefició principalmente a los comerciantes más importantes y a los especuladores. La consolidación se vio plagada de acusaciones de corrupción; la opinión pública estaba enardecida con los procedimientos involucrados y estalló una protesta social (Quiroz, 1993). La situación empeoró cuando se dictó la aún más controvertida medida para convertir parte de la deuda interna en bonos externos en el mercado de Londres, que daban 4,5% de interés en 1853 (1993, p. 27).

			A pesar de ser fraudulenta, la consolidación permitió a los grupos de élite beneficiados recomponerse como una clase comerciante y terrateniente con casi todas las inversiones en plantaciones de azúcar y algodón en la costa (Yepes, 1972)13. Según Gootenberg, hacia 1860 una verdadera «plutocracia» limeña se había desarrollado junto con los militares que buscaban el «orden y progreso». Liberales convencidos, tenían como meta principal transformarse en los intermediarios financieros del gobierno. Su retórica nacionalista buscaba convencer al gobierno de darles los contratos guaneros que Gibbs mantenía (Gootenberg, 1993, p. 6). La controversia de los Hijos del País había comenzado en 1849, pero en ese momento los capitalistas nacionales no podían conseguir los préstamos, puesto que el contrato se había firmado con Gibbs. En 1850, el gobierno dio a la Sociedad Consignataria del Guano el monopolio de las ventas del producto en España, Francia, China, las Antillas y los Estados Unidos por diez años; sin embargo, después del primer año la sociedad tuvo que dejar todos los mercados, menos el norteamericano, por falta de capital (Bonilla, 1974, pp. 25-26).

			Una década más tarde, las élites ya estaban preparadas para pelear por el mercado más grande del guano. La forma como Gibbs había manejado su contrato había sido muy criticada y cuando ya estaba por terminarse, comenzó una guerra de folletines14. Cuando en diciembre de 1861 el contrato con Gibbs venció, no fue renovado. Sus territorios europeos fueron divididos entre contratistas peruanos (Mathew, 1981). Tanto Mathew como Bonilla citan una carta del cónsul en Lima en la que este afirma que había oído decir a Castilla que tenía todas las intenciones de renovar el contrato con Gibbs, pero que fue convencido por sus asesores, quienes argumentaban que si no se contrataba con una compañía nativa habría una revolución (Bonilla & Mathew, 1981). Sin importar los motivos reales de Castilla para apartar a Gibbs del negocio, debe notarse que esto solo sucedió porque las élites locales ya eran capaces de asumir su papel como prestamistas del gobierno. Con esta medida, una de las áreas de participación británica en la economía peruana terminó. Por un lado, Gibbs había perdido el interés en pelear por más concesiones, ya que la casa había visto una baja pronunciada en el consumo de guano y, por el otro, los capitalistas peruanos tenían un gran interés en acceder a este mercado y dominar todo el comercio. ¿Era esta una expresión del «imperialismo comercial»? Hasta cierto punto sí, ya que Gibbs se retiró en el momento de mayor auge y obtuvo ganancias muy grandes. Sin embargo, fueron los peruanos mismos los interesados en dominar todo el comercio del guano.

			La transición del comercio del guano con Inglaterra de la Casa Gibbs a la Compañía Nacional de Consignaciones del Guano no fue sencilla, debido a dos motivos principales. Por un lado, Gibbs había aprovechado su contrato para exportar más guano del que se necesitaba para el consumo, y así mantuvo una gran cantidad de producto sin vender en sus almacenes; por el otro, los inversionistas nacionales tuvieron problemas para obtener el capital inicial requerido (Mathew, 1981, p. 186). Para 1862, los peruanos ya dominaban el comercio guanero en todo el mundo y, durante esa década, se crearon bancos de emisión y descuento (Yepes, 1972, p. 69). Bonilla considera que los capitalistas nacionales no lograron convertirse en una burguesía nacional porque dedicaban la mayoría de su capital a préstamos especulativos al gobierno, con lo cual se transformaron en una élite rentista (1974, p. 50). Gootenberg identifica un movimiento civilista «protoburgués» que emerge a mediados de la década de 1860, liderado por los plutócratas más ricos del país, como Manuel Pardo, e intelectuales liberales como Luis Benjamín Cisneros, colaboradores de la Revista de Lima, donde se proponía, entre otras cosas, «convertir el guano en ferrocarriles» (1993, p. 7). Criticaban la forma como se había utilizado el guano, el inmenso gasto en el ejército y la dependencia respecto a más préstamos. Después del arreglo de la deuda en 1849, se contrataron tres préstamos —en Londres en 1853, 1862 y 1865, respectivamente— asegurados en los ingresos del guano, que permitieron retirar las emisiones anteriores y dejaron un balance en efectivo para la tesorería peruana (Wynne & Borchard, 1951, t. II, p. 112).

			La dependencia gubernamental de los empréstitos continuó y sus agentes financieros mantuvieron un poder muy grande. Los consignatarios nacionales no estaban de acuerdo con que Gibbs siguiera dominando este rubro. Fue por ello que el manejo de la deuda se le dio a otra casa británica: Thompson T. Bonar & Cía. (Palacios, 1983, p. 96). El problema principal era que «préstamo tras préstamo fue así contratado, y las finanzas públicas se llevaban con un tremendo desinterés por los más básicos principios fiscales, y no se hizo ningún intento por desarrollar un sistema tributario» (Wynne & Borchard, 1951, t. II, p. 114). La situación se agravó durante la guerra con España, cuando el enemigo tomó las islas de Chincha y puso en evidencia el desbalance fiscal. Aun después de que se ganó la guerra, la situación siguió siendo crítica. El ministro de Hacienda Ignacio Novoa escribió en su Memoria de 1864 que las entradas de la República no guardaban relación con sus gastos. Mientras que los ingresos ascenderían en el promedio anual a más de dieciséis millones de pesos, los gastos subían a veinticuatro millones y, por ende, el Perú, en su estado normal, tenía que sufrir anualmente un déficit real y permanente de más o menos ocho millones de pesos. Novoa anotó que, si bien en los últimos años había sido posible cubrir el déficit permanente con fondos presentados, la razón y la experiencia decían claramente que los empréstitos tenían sus límites, y que era preciso equilibrar cuanto fuera posible los ingresos con los egresos (citado en Palacios, 1983, p. 97).

			Sus palabras no fueron oídas y en 1865 otro préstamo fue negociado y con este se solucionaron los problemas inminentes, pero se duplicó la deuda. La construcción de ferrocarriles fue llevada a cabo con toda la confianza posible por las élites modernizadoras, que creían que la solución de los problemas económicos estaba en la promoción de las exportaciones, acercando las áreas alejadas de la costa a los mercados internacionales para conseguir inversiones en el agro y en la minería (Gootenberg, 1993, p. 7). Durante la dictadura del coronel Mariano Ignacio Prado, la construcción de ferrocarriles se aceleró en manos del aparentemente brillante empresario Henry Meiggs, «Yankee Pizarro»15, y un quinto de los ingresos del guano fue consumido en el proceso, mientras que el Perú acumuló una deuda de 35 millones de libras, la segunda más grande para un país no industrializado (1993, p. 7)

			José Balta continuó el ambicioso programa de construcción de redes ferroviarias, para el cual se contrataron más préstamos asegurados con una hipoteca en los ferrocarriles proyectados y en el excedente de la venta de guano en Europa y Norteamérica (Wynne & Borchard, 1951, t. II, pp. 116-117). Para financiar estos faraónicos esquemas de desarrollo, se había firmado el contrato Dreyfus en 1869, pero debido a problemas con el salitre y a la baja de producción del guano para el 1° de enero de 1876 la deuda peruana estaba sin pagarse. Los tenedores de bonos presionaron al gobierno peruano para que sirviera la deuda. Para poder hacerlo, el Perú firmó un contrato con la Societé General de Francia, pero el Comité de Tenedores de Bonos que se había formado en Londres, con Sir Charles Russell como presidente, se opuso ya que quería nombrar la compañía encargada de la comercialización del guano (Wynne & Borchard, 1951, t. II, p. 125). El 4 de febrero de 1877 Russell escribió a Lord Derby para pedirle que le propusiera al gobierno peruano como única solución viable la consignación de 1 900 00 toneladas de guano a Gibbs, de las cuales el gobierno se quedaría con 1 libra por tonelada, y todo lo demás debía destinarse al servicio de la deuda16.

			Lord Derby contestó, sin embargo, lo siguiente: 

			Encuentro como me temía que podía ser el caso, que hay objeciones con mandar su telegrama al ministro en Lima como me lo había pedido, con el argumento que eso sería contrario a la regla hasta ahora observada y sería un precedente inconveniente. El Foreign Office siempre se ha abstenido de hacer nada que pueda dar la impresión de recomendar una empresa, o una combinación financiera a un gobierno extranjero y que una excepción, aunque, en sí misma sin perjuicio, haría imposible o difícil que se rechace en el futuro muchas otras [...]17.

			Russell explicó en su carta siguiente a Derby que la hipoteca del guano era diferente de otras, ya que la propiedad misma del producto se había transferido a los tenedores de bonos y porque Gran Bretaña era el mercado principal del guano18. Para el 7 de junio el nuevo presidente Prado había encontrado una solución aceptable para Russell en el contrato con la Casa Raphael & Cía, que creaba la Compañía Peruana del Guano Ltd., encargada de extraer el guano y pagar a los tenedores de bonos. Ellos, sin embargo, nunca vieron un solo centavo porque Dreyfus todavía tenía sus almacenes llenos y podía vender a menores precios que la compañía del gobierno, cuyos precios eran fijos. En 1879 la compañía no logró dar servicio a la deuda, con lo cual el gobierno le pidió usar su renta de 25 000 libras para pagar a los tenedores de bonos. Aun así, la compañía no pudo pagar y el comité entabló un juicio contra ella con lo cual logró conseguir 10 000 libras (Wynne & Borchard, 1951, t. II, p. 126). Como consecuencia, se formó otro Comité de Tenedores de Bonos, encabezado por James Croyle, que incluía a todos aquellos opuestos al contrato con Raphael, y que trataron sin éxito de enjuiciar a Dreyfus.

			La cancelación de la deuda y el Contrato Grace

			En 1879 el Perú se encontraba aislado, en bancarrota y en guerra. Piérola había visto en Dreyfus su única oportunidad para obtener fondos. Sin embargo, tan pronto como el gobierno británico fue consciente de esas negociaciones, protestó contra el acuerdo proyectado notando que «sería una violación grande de los derechos de los tenedores de bonos» (Wynne & Borchard, 1951, t. II, p. 1936). Algunos autores han considerado esta intervención del gobierno británico como un cambio en su política tradicional. Sin embargo, según Platt, «la razón de la intervención era la apropiación de seguridades específicamente hipotecadas a los tenedores de bonos —una apropiación que sir Julian Pauncefote describió como “fraude público a gran escala”—» (1968, p. 336). Los tenedores de bonos también fueron acusados de haber evitado que salieran municiones con destino al Perú, ya que este préstamo se había hecho para financiar la defensa peruana contra el agresor chileno (Kiernan, 1955, p. 16)19. 

			Una de las primeras acciones chilenas fue la de destruir las plataformas utilizadas para los depósitos guaneros. El gobierno británico se quejó argumentando que esto ocasionaba serias pérdidas a los negocios marítimos británicos y a los tenedores de bonos ante quienes estaba hipotecado el guano de las islas (Wynne & Borchard, 1951). El Comité Russell, frustrado ante la incapacidad del gobierno peruano de mantener su palabra, inició conversaciones con el gobierno chileno y pidió permiso para seguir extrayendo guano. Mientras tanto, el otro comité de tenedores de bonos, liderado por Croyle, había enviado un representante a Santiago para evitar que la compañía pudiera extraer más guano, ya que pensaban que esto beneficiaba más a los peruanos que a ellos. Entre los tenedores de bonos había un grupo abierto a la posibilidad de una guerra, que consideraban una manera de movilizar una situación estancada.

			Algunos, como el ministro británico en Santiago, Francis J. Pakenham, consideraban que la toma de Antofagasta por los chilenos mejoraba la situación de los acreedores (Kiernan, 1955, p. 15, citando la carta de Pakenham a Salisbury de febrero de 1879). Para noviembre de 1879 los chilenos habían tomado Tarapacá y el gobierno británico, a instancias del Comité Russell, les había notificado que los depósitos de guano estaban hipotecados a los tenedores de bonos. Como el gobierno chileno había dejado en claro que solo negociaría con el conjunto de los acreedores, Russell, quien no lograba encontrar una solución con el derrotado y quebrado Estado peruano, se unió al grupo de Croyle. En una reunión pública de los tenedores de bonos, en febrero de 1880, se decidió unánimemente tratar con Chile y condenar el nuevo acuerdo peruano con Dreyfus. Croyle expresó su esperanza en el gobierno chileno en una circular escrita en 1881 al Comité: «[…] por la honorable forma como nos han tratado los chilenos hasta ahora tenemos todos los motivos para creer que no nos darán la espalda en cuanto a nuestros pedidos futuros»20. En agosto de 1879, Salisbury le había escrito una carta al ministro chileno en París en la que decía que si ellos permitían a los tenedores de bonos extraer el guano que necesitaban, 

			[…] el Gobierno de Su Majestad estimará ese acto como una prueba de las amistosas disposiciones de su Gobierno hacia los súbditos de Su Majestad y estará preparado para presentar toda la asistencia que pueda a fin de que se lleve adelante un arreglo que tan importantemente disminuirá los efectos perjudiciales de la guerra contra los intereses británicos21.

			Veinte días después de que los tenedores de bonos se unieran, el comandante en jefe chileno, general Escala, promulgó un edicto por el cual los tenedores de bonos podrían, pagando 30 libras por tonelada, exportar guano de los territorios ocupados (Palacios, 1983, p. 214; Wynne & Borchard, 1951, t. II, p. 139). El consignatario sería escogido por los tenedores de bonos, quienes querían que el comité se hiciera cargo; pero esto no era legalmente posible. En mayo de 1881 Chile nombró a Gibbs e Hijos, a quienes instruyó para depositar todos los ingresos en una cuenta en el Banco de Inglaterra a disposición de la legación chilena (Wynne & Borchard, 1951, t. II, p. 140). Esta medida evitó que el litigio en torno a prioridad sobre el guano pudiera seguir en las cortes inglesas. La discusión de prioridades se debía a que la deuda se había contraído sobre el guano que quedara después de dar servicio a todas las deudas previamente contraídas.

			En febrero de 1882 Chile terminó la concesión de guano de Tarapacá y cerró todas sus cuentas en el Banco de Inglaterra22. Este cambio de actitud se debió a la presión francesa en apoyo del otro gran acreedor peruano, Dreyfus. Cuando se firmó la paz el 20 de octubre de 1883, se cedía la provincia de Tarapacá y como contrapartida Chile honraría la obligación, que había aceptado en el tratado de 9 de febrero de 1882, de dar una cantidad a los tenedores de bonos, pero estipulaba que esta era la única responsabilidad que asumía ante los tenedores de «certificados» de nitratos que ellos reconocerían respecto al territorio adquirido (Wynne & Borchard, 1951, t. II, p. 147). Los tenedores de bonos expresaron su enojo en las muchas cartas que escribieron a la Foreign Office. Una carta escrita por el nuevo director del comité, sir Henry Tyler Earl Granville, explica: 

			La acción de Chile en esta materia es injusta e indefendible:

			1. En apropiarse de los ingresos de la provincia cedida, y los de Tacna y Arica, sin tomar ninguna parte de la deuda peruana.

			2. En apropiarse del guano (la propiedad específica de los tenedores de bonos) y de los depósitos de nitrato en la cedida provincia de Tarapacá sin dar a los tenedores de bonos una compensación.

			3 .En pagarle al Perú 50% de los ingresos de la venta del guano bajo la concesión de 1882, reservada para Crule por esa concesión a cambio de su protección en vez de devolvérsela a los tenedores de bonos23.

			El gobierno británico, en contra de su política habitual, decidió intervenir porque consideraba que como los préstamos estaban principalmente asegurados en los recursos hipotecados ubicados en la provincia cedida, «un reclamo equitativo de carácter especial justificaba la intervención» (Wynne & Borchard, 1951, t. II, p. 149). Platt dice que, aunque en circunstancias normales la ley internacional no requería una transferencia de obligación, este caso era diferente porque los recursos hipotecados exclusivamente estaban en la provincia cedida (1968, p. 336). Kiernan incluye una cita del cónsul británico en Lima, Saint John, en la que afirma que si el Perú se hubiera quedado con Tarapacá no hubiera tratado a sus acreedores mejor que antes (1955, p. 34). Francia, Italia, Holanda, Bélgica y España enviaron una nota idéntica a ambos gobiernos para pedirles que reconsideraran los términos para poder llegar a un acuerdo satisfactorio. Los dos países reaccionaron diciendo que, como naciones soberanas, no podían tolerar ninguna intervención. El Perú anotó «que las deudas en cuestión habían sido contraídas por personas privadas y que como nunca habían tomado un carácter internacional no podían ser sujetas a una intervención diplomática» (Wynne & Borchard, 1951, pp. 11, 149-150). El tema de las prioridades complicó las cosas aún más, ya que Francia y Gran Bretaña tenían ideas diferentes sobre cómo se procedería, con lo cual no se llegó a ninguna decisión. Francia quería que Gran Bretaña se uniera a una fuerte «intervención de tipo europeo», y mandó barcos al Callao y embargó todas las exportaciones de guano y de minerales, pero la Foreign Office rechazó este «programa alocado» (Kiernan, 1955, p. 35).

			Como un acuerdo con Chile fue tan difícil de conseguir, los tenedores de bonos volvieron a interesarse por el Perú, donde la anarquía que siguió la derrota había terminado en 1886, cuando el gobierno constitucional del general Cáceres fue establecido24. El país necesitaba capital extranjero y la única manera de acceder a él era a través de un acuerdo con los tenedores de bonos. Algunos peruanos creían que habían perdido el derecho de reclamar al negociar con Chile en los momentos críticos de la guerra. Pero, en general, la deuda se veía aún como una responsabilidad peruana, y aun cuando su riqueza agrícola y minera había sido destruida, todavía existían algunos recursos (Miller, 1976, p. 79). Ya en 1878, Manuel Pardo había sugerido que los tenedores de bonos se hicieran cargo de los ferrocarriles inconclusos. En el Perú se creía que esto traería inversiones al país y arreglaría el problema de la deuda; y en 1883 John Meiggs se había acercado a los tenedores de bonos con una oferta similar, pero ellos la rechazaron porque creían que se necesitaba una inversión muy grande. En 1885 Michael P. Grace, un importante comerciante estadounidense y contratista en Lima obtuvo el contrato de los ferrocarriles de Meiggs, pero no logró conseguir el capital para invertir por estar hipotecados a los tenedores de bonos, por lo que trató de llegar a un acuerdo con ellos sobre la base del ferrocarril (Miller, 1976, p. 80). Grace se convirtió en el representante de los tenedores de bonos y presentó al gobierno un plan adaptado a las dificultades del país. Este plan pedía que los tenedores de bonos aportaran capital formando una compañía, a la que le cederían los ferrocarriles por un término de 66 años. La compañía tendría el derecho de explotar otros trabajos públicos y liberar al Perú de todas sus deudas (Wynne & Borchard, 1951, t. II, p. 155).

			Una versión modificada se firmó el 26 de mayo de 1887 por el doctor Araníbar y sir Henry Tyler, presidente del comité, para que se sometiera a un referéndum en el Perú. Chile se oponía a la cláusula que disponía que algunos bonos se retuvieran para que los pagaran otros. También estaban en contra de la previsión de que el comité tuviera derecho a llevarse 120 000 libras anuales de las aduanas de Paita y Mollendo, las que garantizaban los préstamos tomados para terminar los ferrocarriles y las concesiones territoriales ya que, decían, atentaba contra la soberanía peruana25. Pero en setiembre de 1887, cuando Chile quiso obtener un préstamo en el mercado de Londres, no le fue permitido entrar a la Bolsa de Valores debido a pedidos de algunos tenedores de bonos, y esto puso fin a las negociaciones (Wynne & Borchard, 1951, pp. 11, 157).

			En el Perú, el contrato también se encontró con la oposición de un Congreso hostil que había revisado la concesión de ferrocarriles, lo que ponía en riesgo la solución propuesta (Miller, 1976, p. 86). El Comité de Tenedores de Bonos temía que las negociaciones fallaran y pidió una vez más ayuda a la Foreign Office. El ministerio inglés respondió inmediatamente y pidió a su cónsul en Santiago que negociara con los chilenos, y convenciera a la Bolsa de Valores de Londres para que admitiera el préstamo chileno (1976, p. 87)26. Chile mantenía sus objeciones al contrato y solo estaba dispuesto a aceptar si las provincias de Tacna y Arica les eran cedidas a perpetuidad, pero la Foreign Office no estaba dispuesta a interferir en esos temas. 

			El comité estaba perdiendo la paciencia, pero Grace lo convenció de seguir tratando de enviar al Earl de Donoughmore al Perú a representarlos. De esta visita resultó el contrato enmendado de 1888, en el cual ya no habría mención de otros acreedores, aunque no iba a tener efecto hasta que Chile lo aprobara27. El protocolo Donoughmore-Aspíllaga, conocido como el «Contrato Grace», estipulaba que se formaría la Peruvian Corporation con los tenedores de bonos y ellos obtendrían la concesión de los ferrocarriles por 66 años, el derecho a exportar un mínimo de dos millones de toneladas de guano, una renta anual de 80 000 libras por treinta años y grandes concesiones territoriales28.

			El contrato fue aprobado por el Congreso peruano el 25 de octubre de 1889, después de una larga discusión con los diputados hostiles que, de modo controvertido, fueron despojados de su lugar en el Congreso porque no se presentaron el día de la discusión para que no hubiera el cuórum legal. Chile mantenía sus esperanzas de que el Congreso peruano nunca aprobara el contrato, pero cuando lo hizo no podía mantenerse opuesto a él. El resultado fue el protocolo Elías-Castellón, por el cual Chile cedía «gratuita y espontáneamente» al Perú casi todos los depósitos de guano en Tarapacá, dinero acumulado en el Banco de Inglaterra por la venta del guano bajo el decreto del 9 de febrero de 1882 y 80% del total aproximado de esto, que había retenido para su uso pagadero en bonos chilenos. Estas concesiones fueron hechas en el entendimiento de que se darían a los tenedores de bonos, quienes a cambio cancelarían los bonos y reconocerían formalmente que Chile solo era responsable de las deudas peruanas hasta el punto estipulado en el tratado de Ancón29.

			Reflexiones finales

			La discusión sobre la participación británica en la economía británica en la economía peruana ha estado dominada por la discusión de la idea de que esta implicó una relación desigual. Los casos del guano y de la deuda sirven para discutir las nociones de «imperio informal» e «imperialismo comercial». ¿Participó directamente el gobierno de Su Majestad o fueron súbditos particulares? ¿Fueron estos súbditos influidos por la política de la Corona o viceversa? ¿Cuáles fueron los medios de participación y qué poder tenían los británicos sobre las decisiones económicas de la nación? Este artículo ha buscado contestar estas preguntas a partir de los archivos de Gibbs y de la Peruvian Corporation. 

			El primer punto se refiere a la noción de «imperio informal» presentada por Robinson y Gallagher, que resulta problemática ya que, como se ha expuesto, no hubo una estrategia general de dominación. En la primera parte del siglo XIX había poco interés en el quebrado y anárquico Estado peruano. Esto cambió rápidamente con la llegada del guano, pero el interés estuvo canalizado por las casas comerciales cuya participación no estaba ligada ni dependía de la política oficial. El «imperialismo comercial» descrito por Platt es más cercano a la realidad, ya que existía un beneficio mutuo dentro de una relación desigual. El gobierno peruano y aquellos asociados a él se beneficiaron mucho con esta relación comercial. El monopolio del guano le dio al Perú un poder económico sin precedentes, e hizo posible que aplicara sus ideas de desarrollo. Las casas comerciales, y Gibbs en particular, ganaron mucho con esta conexión comercial, pero no se puede decir realmente que dominaran al gobierno o que tuvieran algún poder sobre sus decisiones. Este fue el caso de la renegociación de los contratos en 1842 y 1845, cuando tuvieron que aceptar condiciones menos favorables y dar mayores préstamos para mantener su monopolio. Gibbs lo logró por su capacidad de prestar dinero al gobierno, pero una vez que los comerciantes locales acumularon suficiente dinero, los «Hijos del País» tomaron el negocio de manos británicas.

			La relación financiera era más compleja, ya que el Perú dependía completamente de los préstamos que obtenía en Londres y, por la forma como se explotaba el guano, este estaba hipotecado antes de haber sido extraído. El gobierno peruano operaba con un déficit fiscal muy alto, y dependía casi completamente de los préstamos del guano para sostener el Estado, lo que daba un poder sin precedentes a quienes lo financiaban. Los arreglos de la deuda se debieron siempre a la necesidad de pedir más dinero prestado y mucho se ha atribuido a la presión que el gobierno británico supuestamente aplicó. En la mayoría de los casos, la Foreign Office no intervino e hizo saber claramente a sus representantes que su política no contemplaba presionar a los gobiernos para el pago de deudas privadas, aunque la causa de los tenedores de bonos fuera apoyada extraoficialmente. En algunos casos la Foreign Office dejaba de lado su práctica habitual, pero esto siempre era por alguna circunstancia especial, como las complicadas negociaciones después de la Guerra con Chile cuando varios elementos nuevos se conjugaron. Algunas veces se ha visto la presión particular de los cónsules como presión del gobierno británico, pero, en general, solo se puede considerar presión gubernamental la aplicada cuando se ordenaba expresamente a un representante diplomático ejercer presión o cuando se hacía directamente.

			La participación británica en la economía peruana fue un asunto privado. La deuda de 1822 fue con tenedores de bonos privados, el guano fue comercializado por casas comerciales privadas y las deudas sucesivas se contrajeron con personas privadas que luego se convirtieron en tenedores de bonos. La Peruvian Corporation que resultó del contrato Grace tampoco tenía conexión directa con el gobierno británico. Los tenedores de bonos constituían un grupo heterogéneo formado por pequeños inversionistas y grandes especuladores que compraban el papel depreciado para reclamar su valor original.

			La inversión representó el grueso de la participación británica en la economía peruana y fue parte del proceso descrito por Jenks como la migración del capital británico. Bonilla ha sugerido que Gran Bretaña hizo esto para apropiarse de los sectores productivos de la economía peruana. Esta teoría de la conspiración, sin embargo, no resiste análisis ya que no hay evidencia de que hubiera un esfuerzo especial de Gran Bretaña como nación para controlar los sectores productivos de la economía peruana. Fue, en cambio, un fenómeno de inversión en mercados externos que, debido a su alta rentabilidad, llevó al público británico a comprar grandes cantidades de bonos peruanos. A pesar de los riesgos, esta inversión valió la pena por veinte años, pero la circularidad de la deuda y la propensión de los mercados de capitales a dar a los países más prestamos que los que podían pagar resultó en una muy mala inversión para un grupo de personas que tuvo que esperar quince años para arreglar sus cuentas, solo para recibir acciones no muy valiosas en la corporación que tendría los ferrocarriles peruanos por 66 años. La inversión no le salió a cuenta a quienes compraron los bonos originalmente, pero sí a los especuladores.

			¿Cuánto poder tenían realmente estos agentes privados británicos sobre la economía peruana, siguiendo las premisas presentadas por Platt en la definición del «imperialismo comercial»? Gibbs no logró dominar las decisiones del gobierno y estaba a merced de sus opiniones cambiantes. Esto se vio demostrado tanto con las dudas que tuvo para entrar al comercio del guano, como con la continua fragilidad de su dominio sobre el monopolio del mercado inglés. El Perú dependía de Gibbs para obtener préstamos y su relación se desarrolló a través de esta dependencia. Cuando el gobierno no podía acceder a más dinero por ningún otro canal, Gibbs obtenía un beneficio, pero cuando tenía otras opciones, Gibbs perdía su influencia.

			El gobierno peruano estaba siempre dispuesto a acceder a más préstamos, pero una vez que dejaba de pagar, poco podía hacerse para forzar un acuerdo. Solo cuando convergían la necesidad de pedir más dinero prestado y la capacidad de encontrar una solución, los tenedores de bonos podían ver la posibilidad de pago. Sobre la base de esta evidencia, es difícil creer que estos agentes financieros dominaran las decisiones del gobierno peruano. Lo que sí se debe decir es que la dependencia de los préstamos para financiar al Estado peruano llevó a una situación muy precaria, que se hizo penosamente evidente ante la guerra con Chile. 
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					3	El comerciante peruano Francisco Quirós fue el primero en reconocer el potencial del guano como recurso por exportar y en noviembre de 1840 alquiló las islas guaneras al gobierno por seis años (Palacios, 1983). Él trabajó este monopolio con el comerciante francés Aquiles Allier y la casa de Liverpool Meyers y Cía. El primer cargamento de guano enviado a Inglaterra en febrero de 1841 logró venderse al doble del precio esperado, pero para cuando estas noticias llegaron al Perú, el país estaba envuelto en la anarquía. El vicepresidente Manuel Menéndez anuló el contrato para suscribir otro con Quirós mismo, la casa francesa Puymerol, Poumarroux y Cía., la casa inglesa Gibbs, Crawley y Cía. y su sucursal en Lima, Anthony Gibbs e Hijos. El contrato fue firmado el 19 de febrero de 1842 (Palacios, 1983; Mathew, 1981).
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					5	Guildhall Library (en adelante GL) Gibbs Archive. Manuscrito 11, 047.1842.

				

				
					6	La polémica comenzó en setiembre de 1849, con un ataque a los opresores financieros europeos. La idea de que los peruanos tomaran el comercio guanero de manera exclusiva se mantuvo hasta la década de 1860, cuando se convirtió en realidad (Gootenberg, 1989, p. 129).

				

				
					7	Sobre cuánto presionó Gran Bretaña realmente para el pago de la deuda se ha discutido mucho. Para diferentes enfoques, véase Palacios, 1983 y Mathew, 1970a.
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					9	Mathew (1970a, p. 87) y Palacios (1983, p. 61) ofrecen diferentes puntos de vista sobre cuán determinante fue la actitud del gobierno británico, aunque ambos autores están de acuerdo en que el gobierno peruano hubiera solucionado el problema de todos modos porque tenía un gran interés en conseguir préstamos.
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					11	Estas prácticas fueron investigadas por el Select Commitee en Préstamos a Estados Extranjeros. Véase Senate House. Parliamentary Papers (en adelante P.P.), 1875, XI.
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					13	Bonilla (1974, p. 49) considera que fue un resultado de incentivos externos: las crisis cubana y norteamericana que alzaron los precios del azúcar y el algodón los que llevaron a un desarrollo de estas áreas en esas industrias. Según Albert (1983, p. 64), las exportaciones de algodón crecieron de 1150 toneladas métricas en 1855 a 83 500 en 1879.

				

				
					14	Mathew (1981, p. 214) presenta un buen caso para la defensa de Gibbs y prueba que la mala conducta no se dio y que solo se trataba de una compañía que trataba de obtener ganancias, pero que no se infringieron los contratos ni hubo mayores discrepancias con el gobierno en temas como el de los precios.
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					19	Basándose en documentos de la Foreign Office, este autor dice que había una sección mercantil que hubiera considerado la victoria chilena buena para el comercio a largo plazo porque «era la más eficiente y energética república en la costa del Pacífico». Carta de S. Williamson, MP mayo 25 1880 Foreign Office 61, vol. 210 citado en Kiernan (1955, p. 17).
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					22	Según Wynne y Borchard (1951, pp. 140-142), Chile dio las ganancias al comité para que las distribuyera entre quienes se habían registrado con ellos. Pero, según Palacios (1983, pp. 217-219), el comité nunca vio un centavo y el ministro chileno dijo que estaba siguiendo instrucciones.
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					27	UCL/PC. Collection of Pamphlets and Circulars. Circular del Comité de Tenedores de Bonos, 29 de noviembre de 1889.
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			I. Conflicto y negociación

		


		
			Conflicto regional, guano y poder30

			La llegada del guano revolucionó la economía peruana y, debido a su aparición a mediados del siglo XIX, este es considerado un periodo de bonanza y estabilidad. Sin embargo, a diferencia de lo que defiende la mayoría de los estudiosos sobre el tema, ni el conflicto regional ni el caudillismo desaparecieron con el arribo de los nuevos recursos ya que ambos fenómenos se adaptaron a una realidad diferente en la que todos los participantes tenían más acceso a fondos. Paul Gootenberg considera que solo con la ayuda del guano —y la aún más importante erosión de las tensiones de norte-sur en la década de 1840— el general Ramón Castilla pudo superar el caudillismo/regionalismo con su perdurable orden liberal (1991a, p. 273). Siguiendo esta línea, Cristóbal Aljovín sostiene que: «el ingreso guanero ayudó a reducir la inestabilidad política al darle más espacio a la acción gubernamental. Por lo tanto, aunque las insurrecciones y las revoluciones no desaparecieron, ahora eran rápidamente sofocadas» (2000, p. 51). Este no fue un caso durante los levantamientos de 1854 y 1857, dados después de iniciado el boom, ya que ambos tuvieron un importante contenido regional y dividieron al país por más de un año cada uno.

			Quizá la anarquía no se manifestó de la misma manera en que lo había hecho tras la muerte de Gamarra en 1841, cuando bandos igualmente débiles lucharon por imponerse hasta generar una virtual destrucción del Estado. Pero, tanto en 1854 como en 1857, grandes sectores del país estuvieron involucrados y separados de la autoridad central por un tiempo prolongado. Sarah Chambers describe el periodo posterior a 1854 como relativamente estable gracias a Ramón Castilla y sostiene que la disminución del conflicto regional centrado en Arequipa se debió principalmente a que los arequipeños escogieron estar del lado victorioso y reconocieron que Castilla había incorporado muchas de sus demandas a su plataforma; no desafiaron la hegemonía de Lima directamente, sino que buscaron los mejores términos para la incorporación de la región al proyecto nacional (1999, pp. 5 y 42). Esta visión no toma en cuenta la revolución de 1857 cuando Arequipa, con el apoyo de la Marina y algunas ciudades en el litoral norte, se levantó contra el poder de Lima junto al caudillo Manuel Ignacio de Vivanco31, ni las revoluciones de 1865 y 1867 durante las cuales Arequipa volvió a desafiar la hegemonía de la capital (ver Carpio, 1982, pp. 33-44).

			No todos los autores reconocen la importancia del conflicto regional. Por ejemplo, Florencia Mallon sostiene que la lucha por el poder del Estado en el periodo posterior a la Independencia estuvo centrada en Lima y las zonas aledañas en la costa e intensificó la división entre la sierra y la costa que había sido parte del sistema colonial de gobierno (1995 p. 16). Esta afirmación, válida para el caso de los Andes centrales, no toma en cuenta las repetidas insurrecciones que comenzaron en el sur del país y que se extendieron hasta llegar en algunos casos, como 1845 y 1854, a dominar el poder central. Mark Thurner, en cambio, reconoce que la construcción de la nación durante el siglo XIX fue larga, confusa e interrumpida; en gran medida porque la élite criolla nunca fue monolítica en su política o ideología nacional. Considera, además, que puede ser más preciso plantear que las élites peruanas estuvieron siempre divididas en los bandos de uno u otro caudillo regional (1997, pp. 17 y 18).

			El conflicto regional y el caudillismo no desaparecieron con la llegada del guano, sino que se transformaron. ¿Cómo cambiaron durante este periodo? ¿Cuáles fueron las diferencias y continuidades que resultaron del acceso a los nuevos recursos? Estas son las preguntas que guían este trabajo que estudiará primero los antecedentes desde la época colonial hasta la Confederación Perú-Boliviana. Luego analizará los procesos previos a la llegada del guano: la Regeneración y Anarquía de 1840-1842, así como el Directorio y la Campaña Constitucional de 1843-1845. Serán examinadas también tanto la estabilidad que creó Castilla durante su primer gobierno como la fragilidad de esta, puesta en evidencia con la revolución liberal de 1853-1855 y la reacción conservadora de 1856-1858. El caudillismo y el regionalismo fueron consecuencias del fin del periodo colonial y en el Perú constituyeron dos fenómenos paralelos e interconectados32. A pesar de monopolizar la violencia y de apropiarse del poder, los caudillos no operaron en un vacío y en la mayoría de los casos buscaron crear una institucionalidad constitucional. Necesitaban, además, del apoyo de las diferentes élites para financiar sus proyectos y encontraron parte de la base de su poder en los sectores populares y llegaron, en algunos casos, a representar la opinión de las regiones33.

			Regiones

			La división principal fue entre el norte y centro del país, por un lado, y el sur, considerado desde Ayacucho, por el otro. El regionalismo también existió dentro del sur mismo y llegó al punto de que en coyunturas particulares cada ciudad y su espacio circundante podía considerarse una región en sí misma34. Desde la llegada de los españoles al Perú, Lima había sido la ciudad más importante y el sur nunca había aceptado completamente su prominencia; el Cusco mantenía la ilusión de ser el verdadero centro del país gracias a la recreación de su pasado Inca, mientras que Arequipa, la segunda ciudad en términos económicos, se sentía más cercana al Altiplano por sus conexiones comerciales35. Las reformas borbónicas disminuyeron el poder de la capital con la pérdida de jurisdicción, primero sobre Nueva Granada y, luego, Buenos Aires a quien se le adjudicó la rica zona minera de Potosí que durante siglos había articulado la economía del sur. La creación del sistema de intendencias y de la Audiencia del Cusco minó aún más la posición de Lima36. El regionalismo de fines de la colonia se manifestó en varias ocasiones, como cuando Arequipa intentó trasladarse de la jurisdicción de la Audiencia de Lima a la del Cusco o durante la rebelión cusqueña de 1814 cuando se propuso la creación de un imperio peruano independiente que incluiría las intendencias de Arequipa, Huamanga, Huancavelica y Puno37.

			Durante el proceso emancipador el sur estuvo separado, aún más, del resto del país ya que, desde que se proclamó la Independencia en la capital en 1821 hasta la batalla de Ayacucho en 1824, había permanecido leal a la corona y, por ello, se había convertido en el centro del poder realista. Después de que el país se integró como una unidad independiente, las tensiones entre el sur y el norte se agravaron por sus visiones opuestas en temas comerciales. Mientras que el norte estaba a favor del proteccionismo y del comercio de harina y azúcar con Chile, el sur prefería una economía abierta y la integración con Bolivia (Gootenberg, 1989, pp. 1-36; 1991a, pp. 276-289). Desde la época colonial el comercio con Potosí había articulado la región sur. Esto había llevado al desarrollo de un importante sector artesanal y a la producción de bienes de consumo en Cusco, Arequipa, Moquegua y Tacna (Flores-Galindo,1977 p. 12). A pesar de la separación política, los circuitos comerciales continuaron funcionando hasta la época republicana, lo que permitió que la región evaluara la posibilidad de unirse con el vecino país. Mientras que el sur estaba ligado a Bolivia, Lima contaba con los recursos mineros de Cerro de Pasco y tenía vínculos importantes con la costa norte.

			Los primeros años de la República estuvieron dominados por la construcción del Estado. Existían varias opciones para organizar el país y en efecto algunas fueron intentadas. Bolívar buscó crear una Federación de los Andes y más tarde el caudillo boliviano Andrés de Santa Cruz luchó por unir al Perú y Bolivia en una Confederación aprovechando la inestabilidad política creada por los conflictos entre caudillos. En ambos casos se proponía la creación de Estados supranacionales en los cuales el Perú se dividiría en dos: el norte mantendría los departamentos de Lima, Tarma y Trujillo, mientras que el sur incluiría el resto38. Arequipa apreció en estos experimentos la oportunidad de cambiar el balance de poder ya que la división del país la convertiría en el centro de uno de los nuevos Estados. El sur, sin embargo, no constituyó un bloque monolítico ya que otras ciudades y subregiones como Cusco, Moquegua, Tacna y Ayacucho temían dejar de depender de Lima para comenzar a hacerlo de Arequipa.

			En 1829 se produjo un conato revolucionario en Arequipa que, según se aducía, pretendía «hacer una combinación de Arequipa, Puno y Cusco» y nombrar a Santa Cruz como presidente39. Descubierto antes de que se llevara a cabo, el plan no llegó a amenazar al gobierno de Agustín Gamarra, pero fue una semilla para la Confederación Perú-Boliviana que, implementada entre 1836 y 1839, dividió al país en dos, siguiendo una vez más la línea trazada durante la independencia a la altura del río Pampas40. La Confederación contó con el apoyo de varias de las provincias del sur que vieron en sus medidas una oportunidad para mejorar su condición económica. En el caso de Moquegua un petitorio elevado al legislativo casi quince años después así lo expresa:

			D. Andrés de Santa Cruz, con aquel tino y acierto con que se distinguió en su administración, expidió [sic] un decreto e 13 de diciembre de 1836 imponiendo cierta contribución a los destiladores de aguardiente de caña, para que en alguna manera se equilibrasen con las que pagaba la uva [sic]; tal medida sin herir a la industria libre favoreció notablemente a los viñateros que lograron convalecer sus anteriores perdidas (Anónimo, 1853, p. 40).

			La Confederación tuvo poderosos enemigos, entre ellos a los chilenos y a los emigrados peruanos encabezados por Gamarra, quienes organizaron dos expediciones restauradoras. La primera, que se dirigió a Arequipa, no fue muy exitosa y terminó con un tratado, mientras que la segunda llegó a Lima donde los aliados encontraron al Estado Nor-Peruano separado del resto del país. La Confederación acabó con la derrota de Santa Cruz en el campo de batalla y una revolución en Bolivia. Gamarra volvió a la presidencia y promulgó en 1839 la Constitución de Huancayo, una respuesta autoritaria y centralista a la liberal carta de 1834. Uno de los únicos cambios introducidos por la Confederación que mantuvo Gamarra fue la separación de Tacna, Moquegua y Tarapacá de Arequipa. El nuevo departamento de Moquegua, con Tacna como capital, fue percibido por Arequipa como un castigo que se sumaba al golpe sufrido por la confiscación de propiedades de quienes habían apoyado a la Confederación (Vidal, 1949, p. 628). Otro anhelo de la nueva administración fue la creación de Guardias Nacionales ya que consideraba que las leyes más justas y las constituciones mejor meditadas no servirían de nada si quedaban expuestas a la voluntad de un soldado que, «suponiéndose intérprete de la opinión pública», podía destruir la constitución. Pensaban que para poner fin a la inestabilidad era necesario contraponer «... a la fuerza veterana la milicia cívica, y que dejando de ser la carrera de las armas una profesión exclusiva, también sea la ocupación del ciudadano pacífico, del honrado labrador»41.

			La Regeneración y Anarquía: 1840-1842

			Luego de la Confederación, el regionalismo se exacerbó y estos dos movimientos pusieron en evidencia cuán diferentes eran las ambiciones del sur de las del resto del país. El llamamiento a las Guardias Nacionales dado por Gamarra no garantizó el apoyo del sur y 1840 terminó con la declaratoria de la Regeneración. Esta fue una reacción contra Gamarra en las ciudades de Arequipa, Cusco, Puno y Ayacucho que llevaron momentáneamente al poder a Manuel Ignacio de Vivanco. Valentín Boza resumió los motivos del levantamiento:

			La República marchando de infortunio a infortunio se envolvía en la más espantosa miseria; los empleos públicos eran el patrimonio de viles aduladores; la hacienda pública agonizaba, las leyes callaban a la voz del terrorismo; la constitución nombre usurpado sacrílegamente, eran la tremenda carta donde se hallaban consignados los caprichos de la ambición: No había derechos, no había garantías; cualquiera de vosotros podía ser expatriado [sic], o ir impunemente a un cadalso a la voluntad de un Bajá42.

			Al igual que durante la guerra de Independencia y la Confederación, el país quedó dividido en dos: por un lado, el norte y centro bajo la autoridad de Lima y, por el otro, el sur. Aquellos que habían apoyado a Santa Cruz se aliaron con el Regenerador y el 1° de febrero fueron recompensados con la abolición del decreto de Gamarra que había anulado todas las ventas y adjudicaciones hechas desde el 15 de junio de 183543.

			En el recientemente creado departamento de Moquegua, la provincia del mismo nombre apoyó este proyecto a cambio de legislación favorable: «El jefe de la Regeneración a los pocos días de haber levantado su pendón tuvo la habilidad de reproducir en parte las disposiciones de Santa Cruz relativas a las destilaciones de licores de caña» (Anónimo, 1853, pp. 40 y 41). La ciudad se mantuvo a favor de Vivanco aún después de su derrota en Arequipa, mientras que Tacna nunca se plegó a la Regeneración. Esto se debió, en parte, a la presencia en esa ciudad del prefecto gamarrista Manuel de Mendiburu, pero también fue gracias al apoyo de la ciudad ya que, como muestra esta carta, el prefecto no contaba con mucho apoyo del gobierno central: «... estoy en la situación en que se ha querido dejarme, sin un soldado y sin un gramo de pólvora; así es que, pisando sobre abrojos, estoy entregado a la buena fe del Pueblo y reducido a lisonjearlo con decoro»44. Tacna había sido más favorecida que Moquegua con la creación del nuevo departamento, ya que se había convertido en un centro administrativo y no tenía interés en volver a estar bajo la jurisdicción de Arequipa como proponía el «prefecto popular» de esa ciudad Luis Gamio (Basadre y Chocano, 1953, p. 92.).

			A pesar de que la Regeneración fue derrotada en solo un par de meses, este levantamiento puso en claro que el gobierno de Gamarra no contaba con un apoyo generalizado y que particularmente el sur estaba opuesto al régimen. Exiliado en Guayaquil, Santa Cruz era todavía visto como una potencial amenaza y, para evitar su posible regreso al poder, Gamarra planeó la invasión de Bolivia durante la cual murió en la batalla de Ingavi. Algunos autores creen que fue derrotado y asesinado por la traición de sus propios hombres ya que la moral de las tropas era muy baja y la medida contaba con poco apoyo especialmente en el sur; incluso sus lugartenientes más cercanos Ramón Castilla y Manuel Mendiburu le habían aconsejado no invadir45. Durante la batalla, las fuerzas peruanas fueron abandonadas a su suerte por la división de Miguel de San Román que destruyó el puente sobre el Desaguadero para evitar que las tropas bolivianas pudieran pasar al Perú. Muchas personas, incluyendo Castilla, fueron tomadas como prisioneras y, a pesar de la medida preventiva del general puneño, el sur del país fue invadido.

			Después de la muerte de Gamarra, el poder debía pasar al Consejo de Estado en Lima para que llamara inmediatamente a elecciones. Pero debido a la invasión boliviana esto no fue posible. El norte y Lima se mantuvieron bajo el control de Juan Crisóstomo Torrico, mientras que el sur y el Cusco apoyaron a Francisco Vidal que decía representar al Consejo de Estado (Vidal, 1949, pp. 598-600). En Arequipa, Vivanco, que había regresado de su exilio en Bolivia con algunos de los prisioneros de guerra peruanos, esperó a ver cuál de las facciones prosperaba. El Estado peruano llegó a desintegrarse en 1842, lo que derivó en el periodo conocido como la Anarquía. El país estuvo dividido una vez más por el centro, siguiendo la ya familiar línea divisoria trazada durante la Independencia y mantenida en la Confederación Perú-Boliviana y la Regeneración. El sur, sin embargo, no fue un espacio homogéneo y durante la Anarquía no existió un único gobierno que integrara a toda la región. Cusco se mantuvo bajo el gobierno de Vidal, Arequipa reconoció a Vivanco y Tacna a Mendiburu. La importancia del apoyo popular a los caudillos en sus ciudades respectivas y principalmente en Arequipa se ve expresada en esta carta de Nieto a Mendiburu:

			Me sorprende el que V conozca tan poco al pueblo de Arequipa que puede creer que un hombre solo pudiera paralizar sus movidas, pudiendo recordar que el mismo Santa Cruz sucumbió aquí en el momento que el pueblo lo quiso, y que en dos épocas ha armado y luchado solo contra el poder de la República46.

			Tras la desaparición del poder central, cada ciudad peleaba por sus propios intereses. Cuando La Fuente marchó desde Arequipa a Tacna para tomar la ciudad y el puerto de Arica, donde contaba con el apoyo de Vivanco, fue derrotado por los «vecinos» de la ciudad que le habían pedido a Castilla ayuda para defenderse de los «invasores». Los cívicos de Tacna, principalmente artesanos, campesinos y arrieros organizados en la Guardia Nacional, vencieron junto a Castilla, quien dijo haber participado cumpliendo «... con el deber que me impone la obligación que contraje al hacerme cargo de esos ciudadanos armados en defensa de su tranquilidad y derechos santos»47. Los vencedores siguieron a Moquegua donde fueron derrotados por las Guardias Nacionales locales que consideraban a los tacneños invasores. De la misma manera, Vivanco los acusó de sedición y ellos se defendieron diciendo que: «Tacna no ha defendido ningún partido porque sabe bien que no es a un pueblo a quien corresponde, no a quien honra buscar a los partidos; puesto que son estos a los que conviene solicitar la protección y el favor de los pueblos»48. Las dos facciones principales del conflicto lideradas por Vidal y Torrico se enfrentaron a la batalla de Agua Santa en el desierto de Ica. Este fue un extraño encuentro tras el cual los dos bandos se proclamaron victoriosos a pesar de que no llegaron realmente a pelear porque ambos ejércitos se retiraron en cuanto vieron al enemigo. Al final venció quien corrió más lejos y fue Vidal quien se adjudicó la victoria al tomar la capital. Vivanco lo apoyó y marchó a Puno y Cusco, ya que sabía que no podía vencer ni en Moquegua ni en Tacna.

			El Directorio y la Campaña Constitucional 1843-1845

			Ambos movimientos tuvieron el ánimo de centralizar el país y restablecer el poder del Estado y fueron apoyados desde el sur. El Directorio llegó al poder gracias a Arequipa y la Campaña Constitucional nació en el litoral sur, pero los resultados que obtuvieron fueron muy distintos. Vivanco, una vez que el gobierno provisorio fue establecido, utilizó su popularidad con algunos generales que estaban al mando de otros departamentos y se proclamó líder diciendo: «No soy yo el caudillo que mueve los pueblos a empeñarse en una lucha de personal interés, soy el hombre a quien invocan, obligados a ligarse en defensa de sus fueros y libertades» (citado en Basadre, 1961, t. II, p. 689). Con el apoyo de las élites de Arequipa y los sectores más conservadores de Lima, Vivanco llegó al poder en la llamada «Campaña de las Flores» porque no se libró una sola batalla. El 9 de mayo dio una ley para proteger a los productores de trigo en el sur diciendo que necesitaban apoyo para contrarrestar «la hostilidad política contra el Departamento de Arequipa» y decretó que «no se importarán granos o harinas extranjeras para el consumo de los departamentos de Moquegua, Arequipa y Puno, sino cuando el precio de las del país llegue a catorce pesos la fanega de seis arrobas»49.

			Vivanco estableció un Directorio inspirado en Napoleón y se rodeó de los pensadores más conservadores conocidos como los «autoritarios ilustrados». Todos los funcionarios de la nación tenían que jurar obediencia al director y reconocer su autoridad ante Dios y el país, así como respetar sus decretos, leyes y dispositivos»50. Una de sus medidas más controvertidas fue la reforma del ejército, que buscaba reducir su número e implementar una Guardia Nacional:

			Han empezado a purgarse las filas de todo lo superfluo en número, lo inútil en aptitudes, y lo pernicioso en hábitos perversos, que había convertido al Ejército en el azote de los verdaderos principios. [...] la Administración... no ha temido echarse en brazos de los pueblos, y les ha puesto las armas en la mano para defender los derechos preciosos, que hasta hoy no han conocido sino escritos en cuadernos51.

			El director reconoció la necesidad de llamar a un Congreso para que revisara e implementara los cambios que proponía y notó que: «la reunión del cuerpo legislativo y la libertad de sus deliberaciones fue uno de los primeros objetos que se propuso el Gobierno Directorial, al aceptar la misión que le confió la voluntad de los pueblos»52. Sin embargo, lo consideró imposible ya que el Consejo de Estado, instancia a la que le competía el escrutinio de las actas electorales para el Senado, no solo había desaparecido sino que, además, no tenía existencia legal, habiendo terminado el periodo de duración rigurosamente bienal. Vivanco tampoco creía que un Congreso elegido en medio del tumulto de la guerra exterior, bajo el influjo de diferentes facciones internas, ofreciera garantías y que en el estado del país «la reunión de la legislatura ordinaria hubiera sido peligrosa y amenazante para el orden público». Se oponía además a la Constitución de 1839, «tachada por ser de origen vicioso» en el sur, de dónde provenía la mayor parte de su apoyo. Esto llevó al director a «convocar a una Asamblea Nacional con el objeto de adoptar, modificar o dictar la Constitución que haya de regir a la República»53.
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